
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 1º Juzgado Civil de Valdivia

CAUSA ROL : C-2572-2019

CARATULADO : HENR QUEZ/FISCO DE CHILE (CONSEJO DEÍ  

DEFENSA DEL ESTADO)

Valdivia, a dieciocho de abril de del a o dos mil veintid s.ñ ó

VISTOS:

Al folio 1, don CAMILO HENRIQUEZ GONZALEZ, c dula deé  

identidad n mero 3.779.584-4, pensionado, domiciliado en Avenida Italiaú  

2190 sector Huachocopihue de la comuna de Valdivia,  deduce demanda 

civil de indemnizaci n de perjuicios por da o moral en juicio ordinario enó ñ  

contra  del  FISCO  DE  CHILE,  persona  jur dica  de  Derecho  P blico,í ú  

representado  legalmente  por  don  NATALIO  VODANOVIC 

SCHNACKE,  abogado  Procurador  Fiscal  del  Consejo  de  Defensa  del 

Estado de Valdivia, en virtud de los fundamentos de hecho y derecho que 

expone:

LOS HECHO:

 Se ala el demandante que naci  en el a o 1936 en el fundo Rafulcoñ ó ñ  

de la localidad de R o Negro. Mi educaci n b sica la realice en la escuelaí ó á  

N  1 de R o Negro, obteniendo siempre los primeros lugares debido a mis° í  

buenas calificaciones. Posteriormente en el a o 1951 me traslade junto a miñ  

familia a vivir a esta ciudad, ingresando en el a o 1952 a estudiar a lañ  

escuela normal rural Camilo Henr quez de Valdivia, instituci n de la queí ó  

egrese en el a o 1957, obteniendo el segundo lugar de entre 46 alumnos.ñ  

Luego, curs  bachillerato e ingres  a estudiar castellano en la Universidadé é  

Austral de Chile, titul ndome como profesor de Estado en el a o 1971. á ñ

Con  ocasi n  de  su  profesi n  trabaj  en  diversos  colegios  de  estaó ó ó  

ciudad y, precisamente, en el a o 1973 me desempe aba como profesor enñ ñ  

la Universidad T cnica del Estado, cargo que obtuve por concurso gracias aé  

mis buenos antecedentes. En septiembre de aquel mismo a o, ostentaba elñ  

cargo de jefe del departamento de Ciencias Sociales de la Universidad, sin 

embargo, aquella jefatura no perdurar a, toda vez que el 12 de septiembreí  

de 1973 la universidad fue violentamente invadida por fuerzas militares. En 

aquella  ocasi n,  fui  detenido  junto  a  otros  trabajadores  y  lanzadosó  
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violentamente sobre veh culos,  traslad ndonos al  Cuartel  de Carabineros.í á  

Luego de 12 horas de detenci n y despu s de haber registrado nuestrosó é  

antecedentes, nos enviaron de vuelta a nuestros domicilios bajo advertencias 

y amenazas que nos seguir an investigando. Debido a esta situaci n y porí ó  

precauci n  y  temor,  cada  vez  que  sal a  de  mi  domicilio  lo  hac a  enó í í  

compa a de su esposa. ñí

A fines  del  mes  de  septiembre  de  1973  me  entregaron  un  papel 

escrito a m quina en el cual me informaban que a contar de la fecha delá  

documento dejaba de trabajar como profesor de la sede universitaria. Tal 

suceso ciertamente caus  estragos no solo en m , sino que tambi n en mió í é  

familia, pues en aquella poca la remuneraci n que obten a a causa de mié ó í  

trabajo  como profesor  era  el  nico  sustento  econ mico  de  ella,  la  cualú ó  

estaba compuesta por mi esposa y mis 5 hijos de entre 3 a 12 a os. En vistañ  

de lo sucedido, todos los d as sal a de mi hogar con el objeto de conseguirí í  

alg n trabajo para sostener a mi familia, sin embargo, regresaba sin nada.ú  

El d a 11 de octubre de 1973 al llegar a casa, mis hijos me comunicaroní  

que  hab a  ido  Carabineros,  dej ndome  una  citaci n  para  concurrir  alí á ó  

cuartel. Al otro d a me present  en la instituci n policial quedando detenidoí é ó  

sin motivo alguno. Despu s de algunas horas fui trasladado a la c rcel deé á  

Valdivia, lugar en el que se me design  una celda en la que hab a dosó í  

literas ya ocupadas por otros detenidos y en donde otro dos dorm an en elí  

suelo.  Los  primeros  d as  de  detenci n  dorm  en  el  suelo  de  cementoí ó í  

envuelto  nicamente  en  una  frazada,  motivo  por  el  que  adquir  unaú í  

bronquitis espantosa, pensando que morir a a causa de aquella enfermedad. í

La  vida  en  la  c rcel  fue  bastante  dura,  los  ba os  consist aná ñ í  

nicamente en un hoyo de cemento sin puertas en el que hab a que hacerú í  

las  necesidades  a  pulso  y  la  comida  era  servida  frente  a  estos  ba osñ  

malolientes.  Diariamente  sacaban detenidos  de la c rcel,  algunos volv aná í  

maltratados y heridos, otros simplemente no volv an. í

Por aquellos d as nos llegaron noticias referentes a que hab an sidoí í  

fusilados algunos detenidos, entre ellos se nombraba a Llendo, el profesor 

Barrientos y el pelado Krause entre otros. 

Todos los d as a las 17:00 horas nos formaban y nos encerraban ení  

los dormitorios hasta el otro d a, apag ndose las luces a las 22:00 horas. Siní á  
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embargo, una noche alrededor de las 21:00 horas me sacaron de la celda, 

me vendaron los ojos y me lanzaron sobre un veh culo, alej ndonos delí á  

recinto carcelario. De inmediato se inici  un interrogatorio en el que fueó  

v ctima de violencia f sica y psicol gica, pregunt ndome de forma insistenteí í ó á  

respecto a si conoc a a dirigentes pol ticos y que ordenes hab a recibido deí í í  

ellos, que armas hab a manipulado y en que poca hab a viajado a Cuba eí é í  

Italia. A todas las preguntas respond  de forma negativa, pues jam s hab aí á í  

salido del pa s, no tenia conocimiento alguno sobre armas y tampoco meí  

hab an  encomendado  alguna  misi n  o  algo  por  el  estilo.  Luego  deí ó  

golpearme en reiteradas oportunidades me condujeron a un local cerrado. 

En aquel recinto se escuchaban diversos lamentos, a veces se o an disparos yí  

luego de los estruendos aquellos lamentos cesaban. En ocasiones lograba 

conciliar el sue o y cuando lo hac a me despertaban violentamente. ñ í

Transcurrido cierto tiempo me devolvieron a la c rcel. Al llegar, seá  

escuchaban  noticias  terribles,  todo  era  torturas,  fusilamientos  y  muertes. 

Posteriormente el d a 15 de noviembre de 1973 llamaron alrededor de 12í  

detenidos,  incluy ndome  y  nos  dejaron  en  libertad.  Sin  lugar  a  dudaé  

pensaba  que  aquella  noticia  terminaba  finalmente  con  mis  angustias  y 

sufrimientos,  pero estaba equivocado,  el  calvario no acabar a en aquellaí  

oportunidad, pues a pesar de que todos los d as sal a de mi hogar con elí í  

objeto de buscar trabajo para sustentar a mi familia, resultaba imposible que 

alguien me ofrezca un trabajo,  viendo a diario como mi familia  pasaba 

necesidades. As , al ver que nadie me contratar a y gracias a la astucia deí í  

mi esposa, conseguimos una patente para vender v veres en nuestra casa,í  

actividad que nos permiti  generar ingresos y sobrevivir de alg n modo. ó ú

En abril de 1974 le ofrecieron trabajar por algunas horas en calidad 

de profesor en el instituto Comercial de Valdivia a petici n del director, aó  

quien  conoc a  desde  la  universidad  pues  hab amos  sido  compa eros  deí í ñ  

curso.  No  obstante  ello,  se  iniciaron  dos  sumarios  en  mi  contra  en  la 

Universidad T cnica y otro en la Direcci n Provincial de Educaci n. Esteé ó ó  

ltimo fue cerrado por el sacerdote Ricardo, quien a su vez era militar yú  

rector del Liceo de Puerto Montt. 

En definitiva, durante las detenciones fui objeto de apremios f sicos yí  

psicol gicos, como golpes en diferentes partes del cuerpo, especialmente enó  
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mi rostro, motivo por el que perd  una gran cantidad de piezas dentales yí  

con el tiempo, la totalidad de mi dentadura. Al mismo tiempo, sufr  distintosí  

tipos  de  humillaciones  y  fui  testigo de numerosos  episodios  de violencia 

contra  otros  detenidos,  situaciones  en  las  que  cre a  francamente  queí  

acabar an con mi vida y dejar a a mi familia en el desamparo. í í

Tiempo despu s de mi detenci n nos vimos forzados con mi esposa aé ó  

vender la casa que hab amos adquirido con gran esfuerzo a trav s de la cajaí é  

de  empleados  particulares,  debido  a  nuestra  precariedad  condici nó  

socioecon mica y a fin de poder educar a nuestros hijos. ó

En la actualidad padece de aterradoras pesadillas en las que sue añ  

que es perseguido, huye por terrenos fangosos y resbaladizos y luego de 

perder las fuerzas para seguir corriendo, es agredido y siente que acabar ná  

con su vida, padeciendo angustia por sus hijos a los que siempre visualiza 

peque os y por su esposa, al dejarlos desamparados. Prontamente despiertañ  

aterrado, con una sensaci n de miedo y de desconfianza. ó

Por ltimo, hace presente que consta en el informe elaborado por laú  

comisi n Valech 1, que dicho organismo tuvo conocimiento de los hechosó  

descritos en este libelo de demanda, reconoci ndole la condici n de v ctimaé ó í  

por  razones  pol ticas  y  de  tortura,  sign ndolo  bajo  el  n mero  11122  í á ú – 

p gina 639- en la n mina de personas reconocidas como v ctimas de prisi ná ó í ó  

pol tica y torturaí

II. El DERECHO 

1.- En relaci n con los hechos expuestos, el 25 de abril de 1990 seó  

public  en el Diario Oficial el DS N  355 de justicia, por el cual se crea laó º  

Comisi n de Verdad y Reconciliaci n.ó ó

2.-  Concluida  la  labor  investigativa  de  la  Comisi n  de  Verdad  yó  

Reconciliaci n, se elabora un informe dirigido al presidente de la Rep blica,ó ú  

don Patricio Aylwin Az car, conocido como Informe Rettig, en alusi n aló ó  

presidente de la entidad. 

3.-  Posteriormente,  en  virtud  del  decreto  N 1.040 de  fecha  26 deº  

septiembre de 2003, dictado por el Presidente de la Rep blica don Ricardoú  

Lagos Escobar, se dispuso la creaci n de la Comisi n Nacional sobre Prisi nó ó ó  

Pol tica y Tortura  Comisi n Valech-, cuyo objetivo era suplir las carenciasí – ó  

de la comisi n Rettig, que s lo pudo pronunciarse sobre quienes hab anó ó í  
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muerto en manos de agentes del Estado durante el Gobierno Militar, sin 

que exista referencia a las v ctimas de torturas y prisi n a manos de agentesí ó  

del Estado durante el Gobierno Militar.

4.-  En  tanto,  mediante  Decreto  Supremo  N 43  dictado  por  laº  

Presidenta de la Rep blica do a Michelle Bachelet Jeria, publicado el 5 deú ñ  

febrero del a o 2010, se continu  con la labor realizada por la Comisi n deñ ó ó  

Verdad y Reconciliaci n y por la Comisi n Nacional sobre prisi n pol tica yó ó ó í  

tortura, a trav s de la Comisi n Presidencial Asesora para la Calificaci n deé ó ó  

Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Pol ticos y V ctimas de Prisi n Pol ticaí í ó í  

y Tortura  Comisi n Valech 2-, que culmin  sus funciones 6 el 17 de– ó ó  

agosto  de  2011,  haciendo  entrega  de  su  informe  al  Presidente  de  la 

Rep blica, don Sebasti n Pi era, el 18 de agosto de ese mismo a o. ú á ñ ñ

5.- En relaci n con lo expuesto, cita a la Constituci n Pol tica de laó ó í  

Rep blica en su art culo 38 inciso segundo.ú í

6.-  Igualmente  cita  la  ley  18.575  de  Bases  Generales  de  la 

Administraci n del Estado en su art culo 4 .ó í º

7.- Por consiguiente, se encuentra acreditada de manera inequ voca laí  

responsabilidad civil del Estado, atendida la comisi n de estos delitos en eló  

ejercicio y con ocasi n de sus funciones p blicas. ó ú

8.- En virtud de lo establecido en las normas ya citadas y en los 

art culos 2314 y siguientes del C digo Civil y, en especial del art culo 2320í ó í  

del mismo cuerpo legal, se demanda la responsabilidad civil del Estado de 

Chile por las torturas, la privaci n de libertad y los tratos inhumanos yó  

degradantes a los que fui sometido.

9.-  Sin  perjuicio  de  lo  previamente  se alado,  la  oportunidad  delñ  

ejercicio de esta acci n civil se sustenta en que no reviste el car cter de unó á  

delito com n,  sino que el  car cter de crimen contra la humanidad,  porú á  

cuanto  y  sin  perjuicio  de  las  disposiciones  precedentemente  citadas,  los 

hechos  constituyen una  infracci n  a  lo  establecido  en  los  Convenios  deó  

Ginebra Sobre el Tratamiento a los Prisioneros de Guerra y a las Personas 

Civiles en Tiempos de Guerra publicados en Diario Oficial el 18 de abril de 

1951 y el 12 de agosto de 1950 respectivamente.

10.- La aplicaci n de los convenios de Ginebra a estos casos obedeceó  

a m ltiples actuaciones y manifestaciones tanto expresa como t citas de laú á  
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Junta  Nacional  de  Gobierno,  altos  mandos  militares  de  la  poca  yé  

personeros civiles de dicho r gimen de ipso facto, quienes se encuentrané  

contestes en que entre septiembre de 1973 y 1976 exist a en Chile unaí  

situaci n de guerra interna, a partir de la declaraci n del Estado de sitioó ó  

como medida de excepci n constitucional a lo largo del territorio nacionaló  

que supuso la introducci n de procedimientos penales de tiempos de guerraó  

regulados por el t tulo III del Libro Primero, art culos 71 y siguientes delí í  

C digo de Justicia Militar, situaci n que se ve refrendada por carta dirigidaó ó  

por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  Chile  durante  1974  a  la 

Comisi n Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, citada por eló  

Profesor  Hugo  Llanos  Mancilla  en  Teor a  y  Pr ctica  del  8  Derechoí á  

Internacional P blico, Tomo III pagina 168.ú

11.- Por lo indicado, los hechos objeto de esta demanda constituyen 

infracciones  graves  a  los  citados  convenios  de  Ginebra  y  por  lo  mismo 

cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, situaci n de enormeí í ó  

relevancia, por cuanto su persecuci n y castigo se funda en principios deó  

derecho internacional general que forman parte del derecho internacional 

positivo seg n se ala el profesor Santiago Benadava en su trabajo Derechoú ñ  

Internacional P blico, Editorial Jur dica, pagina 212.ú í

12.-  Seg n  se ala  el  Profesor  Hugo Llanos  Mancilla  en  Teor a  yú ñ í  

Pr ctica  del  Derecho  Internacional  P blico,  Tomo  III,  pagina  36,  soná ú  

cr menes de guerra  las violaciones de las leyes o usos de la guerra, queí ”…  

incluyen....  el  asesinato  o  maltrato  de  prisioneros  de  guerra... ,  como”  

ocurren en los casos que nos ocupan. 

13.- La imprescriptibilidad de este tipo de cr menes tiene en cuentaí  

adem s el especial contexto hist rico en que se cometieron, toda vez queá ó  

fueron ejecutados por agentes de un r gimen de facto, que tal como se haé  

demostrado en reiteradas causas sobre violaciones a los derechos humanos 

ventiladas  ante  los  tribunales  de  la  Rep blica,  donde  se  practic  elú ó  

terrorismo de  Estado  en  forma  sistem tica,  con  lo  que  la  sensaci n  deá ó  

impunidad y temor existente en la poblaci n de la zona y el pa s constitu aó í í  

una realidad que se debe tener presente al fallar esta causa. 

14.-  Se  debe  tener  presente  adem s,  que  el  Estado  de  Chile,  haá  

robustecido  paulatinamente  el  bloque  normativo  de  protecci n  de  losó  
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derechos humanos, sobre las materias que versan estos autos, ratificando la 

Convenci n  contra  la  Tortura  y  otros  tratos  crueles,  inhumanos  yó  

degradantes y su protocolo facultativo.

15.- A mayor abundamiento, es menester indicar que el Estado de 

Chile tambi n ha ratificado la Convenci n interamericana para prevenir yé ó  

sancionar la tortura.

16.- En relaci n con lo antes indicado, los Estados Americanos, entreó  

ellos  el  nuestro,  al  suscribir  la  Convenci n  Americana  de  Derechosó  

Humanos y asumir entre otros.

17.- Una eventual declaraci n de prescripci n de la acci n civil enó ó ó  

autos no resultar a acorde con el deber asumido por el Estado de Chile anteí  

la  comunidad  internacional,  no  solo  a  partir  de  lo  establecido  en  la 

disposici n  se alada  en  el  n mero  anterior,  sino  que  en  los  ya  citadosó ñ ú  

convenios de Ginebra.

18.- En relaci n con lo expuesto, los tribunales superiores de justiciaó  

desde los a os 2005 y 2006 han dictado diversos fallos que se inclinan porñ  

la  imprescriptibilidad  de  los  cr menes  de  guerra  y  cr menes  contra  laí í  

humanidad.

19.- Los hechos descritos en la demanda han generado profundas y 

perturbadoras huellas en mi representado que lo han marcado de por vida, 

debiendo enfrentarse a condiciones sumamente precarias, tanto en el plano 

econ mico como en el plano emocional. ó

20.-  En  cuanto  al  da o  moral,  entendido  este  como  el  dolor  oñ  

sufrimiento generado por los hechos descritos, estos resultan enormes, por 

cuanto no solo est  presente el resquemor provocado por estos hechos, sinoá  

que el desarrollo de toda una vida de carencias afectivas y econ micas aó  

partir del crimen cometido por dichos agentes p blicos que actuaron en elú  

ejercicio de sus funciones, por lo cual actuaban bajo dependencia del Fisco 

de  Chile,  demandado en estos  autos.  El  da o emocional  es  enorme,  lañ  

violencia de las  circunstancias  en que se produjo la  tortura y detenci nó  

qued  marcado  en  su  memoria;  circunstancias  todas  que  ser nó á  

suficientemente acreditadas en la etapa procesal pertinente. 

21.- Frente a este punto debe agregar que, respecto del da o moral,ñ  

nuestra jurisprudencia ha sostenido que: a diferencia de lo que ocurre en“  
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materia patrimonial, el da o moral no necesita ser acreditado, por lo cual,ñ  

demostrada la trasgresi n del derecho subjetivo, debe tenerse por probada laó  

existencia misma del da o moral  ñ ”

22.-  Respecto  de  la  prueba  del  da o  moral,  Carmen  Dom nguezñ í  

se ala que: con ello aludimos a las verdaderas presunciones de Derecho deñ “  

da o moral  que nuestros  Tribunales  han reiteradamente  reconocido conñ  

ocasi n  del  perjuicio  infligido  por  la  muerte  o  lesiones  de  la  v ctima aó í  

aquellas  personas  con  las  que  se  encontraba  o  encuentra  ligada 

afectivamente  y  en  las  que  ni  siquiera  exigen  prueba  del  parentesco  o 

v nculo afectivo invocado. Como se ha sostenido, aunque no haya pruebaí “  

directa  sobre  el  da o  moral  sufrido  por  el  hermano  de  una  personañ  

asesinada, se deduce de este parentesco . ”

23.-  El  da o  moral  es  de  ndole  netamente  subjetiva  y  su“ ñ í  

fundamento se encuentra en la propia naturaleza afectiva del ser humano, 

de manera que puede decirse  que tal  da o se produce siempre  por unñ  

hecho externo que afecta la integridad f sica y moral del individuo. Por loí  

tanto, la apreciaci n pecuniaria de ese da o debe considerarse por enteroó ñ  

sometida a la estimaci n discrecional del juez, ya que dada su ndole esó í  

incurso que no puede ni requiere ser acreditada . ”

24.- El da o moral por el car cter espiritual que reviste no debe ser“ ñ á  

fundamentado  ni  probado,  correspondi ndole  al  juez  apreciarlosé  

prudencialmente  de  acuerdo  al  m rito  del  proceso  y  a  las  reglas  deé  

equidad . ”

25.- Nuestros tribunales han establecido una n tida diferencia entre“ í  

los perjuicios patrimoniales o no patrimoniales, pues mientras respecto de 

los primeros se exige una acreditaci n completa y exigente, en cuanto a losó  

segundos ella es preferida al entenderse que, dada su naturaleza, la prueba 

es imposible . ”

26.- Cita los Criterios y factores a considerar para la avaluaci n deló  

da o moral.ñ

27.-  Existiendo  acreditaci n  de  la  calidad  de  v ctima  de  suó í  

representado por la comisi n Valech; la participaci n de los hechores deló ó  

il cito descritos en este libelo, ya sea en calidad de autores y c mplices,í ó  

dependientes del Fisco de Chile; acreditada adem s la existencia de da osá ñ  
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f sicos, patrimoniales y morales que han reca do en su persona, es necesarioí í  

referirnos a la existencia de una relaci n de causalidad entre los hechosó  

descritos  y  los  perjuicios  alegados.  En  este  sentido,  la  doctrina 

administrativista  se  ha  pronunciado  a  favor  de  la  teor a  de  la  causaí  

adecuada,  en  cuya  virtud,  no  todas  las  condiciones  necesarias  para“  

producir  un  resultado  son  equivalentes,  sino  que  la  causa  adecuada  es 

aquella que seg n el curso natural y ordinario de las cosas es id nea paraú ó  

producirlo . ”

28.- 28.- Finalmente, se acreditar  la existencia de esta relaci n deá ó  

causalidad  y  del  hecho  evidente  que  la  nica  causa  basal  de  todos  losú  

perjuicios  ocasionados por los  hechos il citos  descritos  en el  libelo,  entreí  

ellos, el patrimonial, f sico y psicol gico, radica en el actuar de agentes delí ó  

Estado,  menoscabos  que,  en  definitiva,  convergen  o  se  traducen  en  un 

indiscutible  da o  moral  que  trasciende  hasta  la  actualidad  y  que,ñ  

precisamente, se pretende reparar con la presente acci n.ó

Por estas consideraciones y disposiciones legales que cita pide tener 

por  interpuesta  demanda  civil  de  indemnizaci n  de  perjuicios  en  juicioó  

ordinario  en  contra  del  Fisco  de  Chile  acogerla  a  tramitaci n  y,  enó  

definitiva, condenarlo a pagar la suma de $100.000.000 (cien millones de 

pesos), con reajustes e intereses desde la notificaci n de la demanda y hastaó  

el efectivo pago o la suma que US., determine de acuerdo al m rito delé  

proceso, con costas.

Al  folio  8  con  fecha  11  de  septiembre  de  2019,  se  notificó 

personalmente al Abogado Procurador Fiscal en representaci n del Fisco deó  

Chile.

Al folio 9, la demandada contest  la demanda, solicitando su rechazoó  

en virtud de los siguientes antecedentes:

1.-EXCEPCI N DE REPARACI N. Ó Ó

Improcedencia  de  la  indemnizaci n  alegada  por  haber  sido  yaó  

indemnizadas las demandantes.

Marco general sobre las reparaciones ya otorgadas. 

No resulta posible comprender el  r gimen jur dico de este tipo deé í  

reparaciones por infracciones a los Derechos Humanos si no se posicionan 

correctamente estas  indemnizaciones  en el  panorama jur dico nacional  eí  
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internacional. En efecto, dicha comprensi n s lo puede efectuarse al interioró ó  

y  desde  lo  que  ya  es  com n  considerar,  el  mbito  de  la  llamada— — ú á  

"Justicia Transicional". 

S lo  desde  esa  ptica  puede  mirarse  en  mejores  condiciones  losó ó  

valores e intereses en juego en esta disputa indemnizatoria.

En efecto, el denominado dilema justicia versus paz  es, sin lugar a“ ”  

dudas, uno de los pilares sobre los cuales descansa el edificio de aquella 

justicia transicional. Argumentos en favor de amnist as generales que portení  

la necesaria tranquilidad a un pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidadí  

de que una sociedad se mire a s  misma y reconozca los errores del pasadoí  

para as  pronunciar aquel imperioso "nunca m s". En esta perspectiva, lasí á  

transiciones son, y han sido siempre, medidas de s ntesis mediante las cualesí  

determinadas  sociedades,  en  espec ficos  momentos  hist ricos,  definen  lasí ó  

proporciones  de  sacrificio  de  los  bienes  en  juego  al  interior  de  aquel 

profundo dilema.

La complejidad reparatoria. 

Como  bien  lo  expresa  Lira,  los  objetivos  a  los  cuales  se  abocó 

preferentemente  el  gobierno  de  Aylwin  en  lo  que  respecta  a  la  justicia 

transicional fueron (a) el establecimiento de la verdad en lo que respecta a“  

las violaciones a los derechos humanos cometidas en la dictadura; (b) la 

provisi n de reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de lasó  

condiciones sociales, legales y pol ticas que prevean que aquellas violacionesí  

puedan volver a producirse .”

En lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi nó  

Verdad  y  Reconciliaci n,  o  tambi n  llamada  Comisi n  Rettig,  en  suó é ó  

Informe Final propuso una serie de propuestas de reparaci n  entre las“ ó ”  

cuales se encontraba una pensi n nica de reparaci n para los familiares“ ó ú ó  

directos de las v ctimas  y algunas prestaciones de salud. Dicho informeí ”  

sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de laó ó  

Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123, queú ó í  

cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensajeó ó ó ó  

de dicho proyecto de ley fue claro al expresar que por l se buscaba, ené  

t rminos generales, reparar precisamente el da o moral y patrimonial queé “ ñ  

ha afectado a los familiares directos de las v ctimas .í ”
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Asumida  esta  idea  reparatoria,  la  Ley  N  19.123  y  otras  normasº  

jur dicas  conexas  han  establecido  los  diversos  mecanismos  mediante  losí  

cuales se ha concretado esta compensaci n exhibiendo aquella s ntesis queó í  

explica c mo nuestro pa s ha afrontado este complejo proceso de justiciaó í  

transicional.  En  este  sentido,  se  puede  indicar  que  la  reparaci n  a  lasó  

v ctimas  de  violaciones  a  los  derechos  humanos  se  ha  realizadoí  

principalmente a trav s de tres tipos de compensaciones, a saber é

a) Reparaciones mediante transferencias directas de dinero;

b) Reparaciones mediante la asignaci n de derechos sobre prestacionesó  

estatales espec ficas; yí

c) Reparaciones simb licas.ó

Por medio se  estos  tres  tipos  de reparaciones  se ha concretado el 

objeto de nuestro particular proceso de justicia transicional, que en lo que a 

este ac pite respecta, busca no otra cosa que la precisa reparaci n moral yá ó  

patrimonial de las v ctimas. Un an lisis de estas compensaciones habilitar  aí á á  

V.S. a verificar el mbito compensatorio que ellas han cubierto.á

La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las  

reparaciones realizadas.- 

De todo lo expresado hasta ahora puede concluirse que los esfuerzos 

del  Estado por reparar a las v ctimas de DDHH no s lo han cumplidoí ó  

todos  los  est ndares  internaciones  de  Justicia  Transicional  sino  que  haná  

provisto  indemnizaciones  razonables  con  nuestra  realidad  financiera  que 

efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas por los da os, tantoí ñ  

morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de las violaciones a los 

DDHH. 

As  las cosas, tanto las indemnizaciones que se solicitan en estos autosí  

como  el  c mulo  de  reparaciones  hasta  ahora  indicadas  pretendenú  

compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos. De estañ  

forma,  los  ya  referidos  mecanismos  de  reparaci n  han  compensadoó  

precisamente  aquellos  da os  no  pudiendo,  por  ello,  ser  exigidosñ  

nuevamente. 

Lo anterior ha sido ratificado por la Excma. Corte Suprema que, en 

sentencia  de  casaci n  de  fecha  30  de  enero  de  2013,  reiter  laó ó  

incompatibilidad de la indemnizaci n pretendida con los beneficios de laó  
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Ley 19.123. 

En el mismo sentido, diversas sentencias ya hab an insistido en que elí  

prop sito  de  estas  leyes  fue  precisamente  ó “reparar  el  da o  moral  yñ  

patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimasí , lo que”  

constituye  un  factor  congruente  con  resoluciones  de  Tribunales 

Internacionales, relativas a la procedencia de la indemnizaci n. ó

2.-  EN  SUBSIDIO,    EXCEPCI N  DE  PRESCRIPCI NÓ Ó   

EXTINTIVA. 

En  subsidio  de  la  excepci n  de  reparaci n  alegada,  opone  a  laó ó  

demanda  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  la  acci n  deducidaó ó ó  

conforme a  los  siguientes  argumentos;  y  a  todo evento  con relaci n  deó  

aquellos actores respecto de los cuales no se acreditaren satisfacciones del 

tipo de las antes se aladas.ñ

Normas de prescripci n aplicables. ó

Opone la excepci n de prescripci n de la acci n de indemnizaci n deó ó ó ó  

perjuicios con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2.332 del C digo Civil,í ó  

en  relaci n  con  lo  dispuesto  en  el  art culo  2.497  del  mismo  C digo,ó í ó  

solicitando que, por encontrarse prescrita, se rechace la demanda en todas 

sus partes. 

Seg n  relato  y  antecedentes  de  la  demanda,  las  detenciones,ú  

ejecuciones y desaparecimientos se produjeron en septiembre de 1973.

Es del caso SS. que, entendiendo suspendida la prescripci n duranteó  

el per odo de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973, por laí  

imposibilidad  de  la  propia  v ctima  de  ejercer  las  acciones  legalesí  

correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci n de laó  

democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda de autos, igualmenteó  

ha transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva que establece eló  

citado art culo 2.332 del C digo Civil. í ó

En  consecuencia,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  4  a osó ó ñ  

establecida en el art culo 2.332 del C digo Civil, pidiendo que se acoja y seí ó  

rechace ntegramente la acci n indemnizatoria deducida como consecuenciaí ó  

de ello, por encontrarse prescrita.

En subsidio, en caso que SS.,  estime que la norma anterior no es 

aplicable al caso de autos, opongo la excepci n de prescripci n extintiva deó ó  
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5 a os contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2.515, enñ í  

relaci n con el art culo 2.514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en queó í ó  

se habr a hecho exigible el derecho a indemnizaci n  y la anotada fecha deí ó  

notificaci n de la acci n  civil que contesto,  transcurri  con creces el plazoó ó ó  

que establece el citado art culo 2.515 del C digo Civil. í ó

Generalidades sobre la prescripci n. ó

Por regla general,  todos los  derechos y acciones son prescriptibles. 

“Cuando  no  se  establece  la  prescripci n  de  un  determinado  derecho  yó  

tampoco  su  imprescriptibilidad,  ese  derecho,  de  acuerdo  con  la  regla  

general, es prescriptible . ”

            Por ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre 

declaraci n expl cita, la que en este caso no existe. ó í

Pretender que la responsabilidad del Estado sea imprescriptible, sin 

que exista un texto constitucional o legal expreso que lo disponga, llevar a aí  

situaciones  extremadamente  graves  y  perturbadoras.  Por  eso  es  que  la 

jurisprudencia ha se alado que ñ “para que un derecho de ndole personal yí  

de contenido patrimonial  sea  imprescriptible,  es  necesario  que  exista  en  

nuestra legislaci n disposiciones que establezcan su imprescriptibilidad.ó  ”

Fundamento de la prescripci n.ó

La prescripci n tiene por fundamento dar fijeza y certidumbre a todaó  

clase de derechos emanados de las relaciones sociales y de las condiciones 

en que se desarrolla la vida, aun cuando stas no se ajusten a principios deé  

estricta  equidad,  que  hay  que  subordinar,  como  mal  menor,  al  que 

resultar a de una inestabilidad indefinida. í

Es de destacar que la prescripci n, por sobre todas las cosas, es unaó  

instituci n  estabilizadora  e  indispensable  en  nuestro  orden  social.  Estó á 

reconocida por el ordenamiento jur dico con una perspectiva esencialmenteí  

pragm tica,  en  atenci n  a  que  existe  un  bien  jur dico  superior  que  seá ó í  

pretende alcanzar, consistente en la certeza de las relaciones jur dicas. í

Contenido patrimonial de la acci n indemnizatoriaó . 

La indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturalezaó  

de los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s haá á  

de cumplir  un rol  punitivo para el  obligado al  pago y su contenido es 

netamente patrimonial. De all  que no ha de sorprender ni extra ar que laí ñ  
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acci n destinada a exigirla est  -como toda acci n patrimonial- expuesta aó é ó  

extinguirse por prescripci n. ó

Sobre el particular debe considerarse, como en forma reiterada se ha 

planteado por la doctrina fiscal sustentada en sus diversas defensas y lo ha 

recogido  reiterada  jurisprudencia,  que  en  la  especie  se  ha  ejercido  una 

acci n  de  contenido  patrimonial  que  persigue  hacer  efectiva  laó  

responsabilidad extracontractual del Estado, por lo que no cabe sino aplicar, 

en materia de prescripci n, las normas del C digo Civil, lo que no contrar aó ó í  

la naturaleza especial de la responsabilidad que se persigue, en atenci n aó  

que  la  acci n  impetrada  pertenece  -como  se  ha  dicho-  al  mbitoó á  

patrimonial. 

En efecto, basta considerar que el derecho a indemnizaci n puede seró  

y ha sido objeto de actos de disposici n, tales como renuncia o transacci n,ó ó  

incluso en casos de violaciones a los Derechos Humanos, por lo que no 

existe fundamento plausible para estimar que se trata de acciones ajenas a la 

prescripci n liberatoria que no es sino una suerte de renuncia t cita por eló á  

no ejercicio oportuno de las acciones.

            3.-  EN CUANTO AL DA O E INDEMNIZACIONÑ  

RECLAMADA.

            En subsidio de las defensas y excepciones precedentes, procedo a 

formular  las  siguientes  alegaciones  en  cuanto  a  la  naturaleza  de  la 

indemnizaci n solicitadaó  y al excesivo monto pretendido.

Fijaci n de la indemnizaci n por da o moral.ó ó ñ

Con relaci n al ó da o moral hacemos presente ñ que no puede dejar de 

considerarse que ste  é consiste en la lesi n o detrimento que experimentaó  

una persona, en general, en sus atributos o cualidades inmateriales. 

As ,  entonces,  lí os  llamados  da os  no  patrimoniales  recaen  sobreñ  

elementos de dif cil o imposible estimaci n pecuniaria, ya que su contenidoí ó  

no es econ mico, o al menos no directamente. ó

Ello produce a su respecto una imposibilidad latente e insuperable de 

evaluaci n y apreciaci n pecuniaria. ó ó

En t rminos generales, la indemnizaci n de perjuicios tiene por objetoé ó  

restablecer el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctimaí í  
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un valor  equivalente  a  la  cuant a  del  da o sufrido,  para  ponerla  en elí ñ  

mismo estado que ten a antes del acto da oso.í ñ

Trat ndose  del  da o puramente  moral,  la  finalidad descrita  no esá ñ  

alcanzable de ninguna manera,  as  como tampoco puede plantearse queí  

compense en t rminos de poner a la v ctima en situaci n equivalente a laé í ó  

que ten a antes de producirse aqu l. El da o moral no se borra por obra deí é ñ  

la  indemnizaci n.  La  p rdida  o  lesi n  producida  por  l  permaneceó é ó é  

cualquiera sea la magnitud de la suma de dinero que se perciba. 

Por  ende,  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  seó ñ  

determina cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida oé ó é  

lesi n  experimentada,  sino  s lo  otorgando a  la  v ctima una  satisfacci n,ó ó í ó  

ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo o hacerlo m sñ á  

soportable,  mediante  una  cantidad  de  dinero  u  otro  medio,  que  en  su 

monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva. 

Ha dicho la  Excma.  Corte  Suprema:  “Por  definici n,  el  perjuicioó  

moral no es de naturaleza pecuniaria. Esa fisonom a inmaterial que tiene,í  

hace decir a los doctos que no se trata de calcular la suma necesaria para  

borrar  lo  imborrable,  sino  procurar  que  el  afectado  obtenga  algunas  

satisfacciones equivalentes al valor moral destruido” . 

Es en la perspectiva antes indicada que hay que regular el monto de 

la indemnizaci n que debe ser un procedimiento destinado a atenuar losó  

efectos o el rigor de la p rdida extra patrimonial sufrida. é

Por  otra  parte,  es  dable  advertir  que  tampoco  resulta  procedente 

invocar la capacidad econ mica del demandante y/o del demandado comoó  

elemento para fijar la cuant a de la indemnizaci n, pues, como se ha dicho,í ó  

el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n del da o sufrido por laó á ó ñ  

v ctima, en la cual no tienen influencia estas capacidades. í

No habiendo norma legal que establezca una excepci n relativa a laó  

capacidad econ mica habr  de estarse al principio general y b sico de laó á á  

cuantificaci n  conforme a la  extensi n  del  da o,  ni  m s ni  menos,  conó ó ñ á  

absoluta prescindencia del patrimonio del obligado al pago. En tal sentido, 

la  cifra pretendida en la demanda como compensaci n del  da o moral,ó ñ  

resulta  excesiva  teniendo  en  consideraci n  las  acciones  y  medidas  deó  

reparaci n adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montosó  
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promedios fijados por nuestros tribunales de justicia, que en esta materia 

han actuado con mucha prudencia.

 En  subsidio  de  las  excepciones  precedentes  de  reparaci n  yó  

prescripci n, la regulaci n del da o moral debe considerar los pagosó ó ñ  

ya  recibidos  del  Estado  y  guardar  armon a  con  los  montosí  

establecidos por los Tribunales.

En efecto, en subsidio de las excepciones de reparaci n y prescripci nó ó  

de la acci n deducida, esta parte alega en todo caso que en la fijaci n deló ó  

da o moral por los hechos de autos, SS., debe considerar todos los pagosñ  

recibidos por el actor  a trav s de los a os por  parte del Estado conforme aé ñ  

las leyes de reparaci n (19.123, 19.980, 19.992, sus modificaciones y dem só á  

normativa  pertinente),  y  que  seguir  percibiendo  a  t tulo  de  pensi ná í ó  

vitalicia,  y  tambi n  los  beneficios  extra  patrimoniales  que  estos  cuerposé  

legales  contemplan,  pues  todos  ellos  tienen  por  objeto  reparar  el  da oñ  

moral. De no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un doble pagoó í  

por un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicos b sicos delí í á  

derecho en orden a que no es jur dicamente procedente que un da o seaí ñ  

indemnizado dos veces.

Tambi n es pertinente hacer presente a SS., que para la adecuadaé  

regulaci n y fijaci n del da o moral deben considerarse como un par metroó ó ñ á  

v lido los montos establecidos en las sentencias de los tribunales en estaá  

materia,  lo  que  implica  rebajar  sustancialmente  el  monto  pecuniario 

demandado.

4.- PAGO DE REAJUSTES E INTERESES. 

Adem s de lo alegado, hago presente que los reajustes s lo puedená ó  

devengarse en el caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la 

demanda y establezca esa obligaci n, y adem s desde que dicha sentencia seó á  

encuentre firme o ejecutoriada. Cabe mencionar lo anterior, pues el actor 

solicita el pago de reajustes e intereses sin indicar la fecha desde la cual 

deben calcularse. Pues, bien a la fecha de interposici n de la demanda deó  

autos  a tramitaci n y mientras  no exista  sentencia  firme o ejecutoriada,ó  

ninguna obligaci n tiene mi representado de indemnizar, y por tanto noó  

existe ninguna suma que deba reajustarse. Lo anterior implica que, en casos 

como el de autos, los reajustes que procedieren de ninguna manera podr aní  
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contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que la sentencia que los 

concede se encuentre  firme o ejecutoriada. El reajuste es un mecanismo 

econ mico-financiero  que  tiene  por  objeto  neutralizar  el  efecto  que  losó  

procesos  inflacionarios  o deflacionarios  tienen sobre la  moneda de curso 

legal. Desde esta perspectiva, no procede aplicar la correcci n monetaria aó  

partir de una fecha anterior a la determinaci n del monto respectivo poró  

sentencia ejecutoriada. Respecto de los intereses, el art culo 1551 del C digoí ó  

Civil establece expresamente que el deudor no est  en mora sino cuando haá  

sido  judicialmente  reconvenido  y  ha  retardado  el  cumplimiento  de  la 

sentencia.

Por  lo  se alado  pide  ñ tener  por  contestada  la  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios deducida en autos y, en definitiva, conforme aó  

las  excepciones,  defensas  y  alegaciones  opuestas,  rechazar  dicha  acci nó  

indemnizatoria  en  todas  sus  partes,  con  costas;  o,  en  subsidio,  rebajar 

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido.

Al folio 13, el demandante evacu  el tr mite de la r plica.ó á é

Al folio 15 la demandada evacu  el tr mite de la d plica.ó á ú

Al folio 17, se recibi  la causa a prueba, rindi ndose la que rola enó é  

autos.

A fojas 46, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  a  fin  de  evitar  repeticiones,  se  dan  por 

reproducidos los escritos fundamentales de demanda y de contestaci n, asó í 

como la parte petitoria de los mismos.

SEGUNDO: Que, como ha se alado la Excma. Corte Suprema (rolñ  

N  13.699-15) las acciones civiles tendientes a obtener la reparaci n ntegra° ó í  

de los perjuicios  ocasionados,  encuentra su fundamento en los principios 

generales  del  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos  y 

establecimiento  normativo  en  los  tratados  internacionales  ratificados  por 

Chile,  los cuales obligan al Estado de Chile a reconocer y proteger este 

derecho  a  la  reparaci n  ntegraó í ,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso 

segundo del art culo 5  y en el art culo 6  de la Constituci n Pol tica. í ° í ° ó í

Los art culos 1.1. y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechosí ó  

Humanos consagran la responsabilidad del Estado por esta clase de il citos yí  
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queda sujeta  a  reglas  de  Derecho  Internacional,  las  que  no pueden ser 

incumplidas a pretexto de hacer primar otros preceptos de Derecho interno, 

pues  si  se  verifica  un  hecho  il cito  imputable  a  un  Estado  surge  deí  

inmediato  la  responsabilidad  internacional  de  ste  por  violaci n  de  unaé ó  

norma internacional, con el consecuente deber de reparaci n y de haceró  

cesar las consecuencias de ese hecho. stas normas de rango constitucionalÉ  

imponen un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y, ení ó ú  

especial, a los tribunales nacionales en tanto stos no pueden interpretar lasé  

normas de derecho interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n lasó  

normas  de  derecho  internacional  que  consagran  este  derecho  a  la 

reparaci n, pues ello podr a comprometer la responsabilidad internacionaló í  

del Estado de Chile. Por esta raz n, no resultan aplicables a estos efectos lasó  

normas de C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunesó ó  

de indemnizaci n de perjuicios, pues ellas contradicen lo dispuesto en laó  

normativa internacional.

TERCERO: Que, en efecto, estas normas de rango constitucional 

imponen un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y, ení ó ú  

especial, a los tribunales, en tanto stos no pueden interpretar las normas deé  

Derecho interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas deó  

Derecho  internacional  de  los  Derechos  Humanos,  estatuto  normativo 

reconocido por Chile, que consagran este derecho a la reparaci n, pues elloó  

podr a comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile. í

En consecuencia, no resultan aplicables las normas del C digo Civiló  

sobre  prescripci n  de  las  acciones  civiles  comunes  de  indemnizaci n  deó ó  

perjuicios, como pretende el Fisco demandado, pues ellas contradicen, como 

se dijo, la normativa internacional.

As  las  cosas,  se  rechazar  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva,í á ó ó  

alegada  de  forma  subsidiaria  por  la  demandada,  como  se  dir  en  loá  

resolutivo del fallo.

CUARTO: Que, como se dir  en lo resolutivo, tambi n se rechazará é á 

la excepci n de pago, alegada como excepci n principal, fundada en que losó ó  

actores ya fueron indemnizados con ocasi n del otorgamiento de pensionesó  

de reparaci n de la Ley N  19.123 y sus sucesivas modificaciones,  y enó °  

virtud de la Ley N  19.980, pues ello contradice la normativa internacional°  
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antes se alada y porque el Derecho interno s lo es aplicable si no est  enñ ó á  

contradicci n  con  esa  preceptiva,  de  modo  que  la  responsabilidad  deló  

Estado siempre queda sujeta a las reglas del Derecho internacional. 

La normativa invocada por el Fisco no contempla incompatibilidad 

alguna  con  la  indemnizaci n  que  aqu  se  persigue  y  no  es  procedenteó í  

suponer  que  ella  se  dict  para  reparar  todo  da o  moral  inferido  a  lasó ñ  

v ctimas de atentados a los derechos humanos, ya que se trata de formasí  

distintas de reparaci n, y que las asume el Estado voluntariamente, como esó  

el caso de la legislaci n invocada por el demandado. As , ello no suponeó í  

una renuncia de las partes o la prohibici n para que el sistema jurisdiccionaló  

declare su procedencia, por los medios que autoriza la ley, pues la nicaú  

limitante de quienes reclaman un da o como consecuencia del actuar deñ  

agentes  del  Estado es  demostrar  la  existencia  de  dicho detrimento  y  la 

relaci n con la v ctima para plantear su pretensi n.ó í ó

QUINTO:  Que  el  da o  moralñ  es  la  lesi n  o  agravio,  efectuadoó  

culpable o dolosamente,  a un derecho subjetivo de car cter inmaterial  eá  

inherente a la persona y que es imputable a otro. Esta particularidad hace 

que no puedan aplicarse al momento de precisar su existencia y entidad, las 

mismas reglas utilizadas para la determinaci n de los da os materiales, puesó ñ  

en tal evento se trata de una alteraci n externa y f cilmente perceptible, loó á  

que no acontece en el plano subjetivo. El menoscabo moral, por su ndoleí  

netamente subjetiva y por su fundamento arranca de la propia naturaleza 

afectiva del ser humano, no es, sin duda, de orden puramente econ mico yó  

no implica, en consecuencia, un deterioro real en el patrimonio de quien lo 

sufre, susceptible de prueba y de determinaci n directa, por lo que quedaó  

enteramente  entregado  a  la  regulaci n  prudencial,  sobre  la  base  deó  

presunciones,  especialmente,  habida consideraci n de aspectos tales comoó  

las circunstancias en que se produjo y todas aquellas que influyeron en la 

intensidad del dolor y sufrimiento experimentado.

SEXTO:  Que,  para  acreditar  los  fundamentos  de  su  acci n,  losó  

demandantes rindieron prueba documental, legalmente acompa ada y noñ  

tachada, consistente en:

1.-  Copia  de  certificado  emitido  por  Gendarmer a  de  Chile,  C.D.P.  deí  

Valdivia, de fecha 19 de abril de 2004. 
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2.- Resoluci n interna N  669 de fecha 29 de julio de 1967 emitida por laó °  

Escuela Normal Superior de Valdivia. 

3.- Resoluci n emitida por el Secretario General  la Universidad T cnicaó é  

Del Estado, de fecha 30 de noviembre de 1972 

4.- Decreto emitido por el Secretario General Interino de la Universidad 

T cnica Del Estado, sede Valdivia, de fecha 10 de diciembre de 1973. é

5.- N mina de personas reconocidas como victimas emitida por la Comisi nó ó  

Nacional sobre prisi n pol tica y torturaó í

6.- Informe Prais.

Al folio 39 rindi  prueba testimonial, con las declaraciones del testigoó  

Juan Leopoldo Santana Fern ndez, quien legalmente examinado declara alá  

punto uno de la interlocutoria de prueba que Si efectivamente, porque  lé  

tambi n  es un ex preso pol tico, y la rutina era la misma, es decir, nosé í  

deten an los sacaban de sus casas violentamente, golpe ndolos especialmenteí á  

cuando  los  sub an  a  los  veh culos  en  donde  ven an  en  este  caso  losí í í  

carabineros. Esto le consta porque el profesor don Camilo Henr quez, muyí  

conocido en Valdivia por su calidad profesional como Normalista. l fueÉ  

amenazado de muerte y golpeado y enviado a la C rcel Publica de la Islaá  

Teja, donde permaneci  un mes. Sabe que tambi n que se enferm , debidoó é ó  

a que todos los detenidos eran encerrados en celdas para cuatro, y eran 

diez, que ten an que dormir en el suelo por no haber camas. Esto 1o sabeí  

porque l tambi n estuvo detenido y se ve an en los patios y galpones de laé é í  

c rcel.á

El  demandante  era  profesor  de  la  UT,  Universidad  T cnica  delé  

Estado donde era profesor de C. Sociales, muy buen profesor. Despu s deé  

su  detenci n  fue  despedido  y  quedo  cesante  y  paso  a  la  lista  negra,ó  

quedando sin sustento su familia.

Al punto dos de la interlocutoria de prueba declara que Tiene todo el 

Derecho, ya que su detenci n lo afecto tanto econ micamente, al quedar sinó ó  

trabajo  como  tambi n  Psicol gicamente  ya  que  quedaron  todosé ó  

traumatizados y con secuelas hasta los d as de hoy. Es lo que se al punto.í

S PTIMO:  É Por su parte, la demandada rindi  prueba ó documental, 

no objetada consistente en el Oficio Ord N 60759/2019, del Instituto de°  

Previsi n  Social,  que  adjunta  listado  de  prestaciones  proporcionadas  aló  
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demandante, correspondiente a la suma de $30.394.980.

OCTAVO:  En  cuanto  al  da o  moralñ  solicitado,  la  testimonial 

rendida  da  cuenta,  en  s ntesis,  de  la  existencia  y  entidad  del  da oí ñ  

psicol gico, familiar y social relacionado con la detenci n, prisi n y malosó ó ó  

tratos sufridos por el demandante.

NOVENO:  Que,  la  prueba  documental  rendida,  en  especial,  los 

informes  practicados  por  la  psic loga  (PRAIS)  Gabriela  Andreas  Castroó  

Guiachetti, que arriba a la conclusi n:  ó la existencia de posible cuadro de 

trastorno  de  estr s  post  traum tico.  La  situaci n  vivida  de  detenci n  yé á ó ó  

violencia  ha  sido  tramitada  como  una  experiencia  traum tica  con  uná  

quiebre y p rdida de seguridad b sica, confianza en los dem s y estado deé á á  

alerta  ante  posibles  amenazas... Todo  ello,  como  consecuencia  de  la 

detenci n,  prisi n  y malos  tratos  sufridos  en el  a o 1973.  Por tanto,  laó ó ñ  

vivencia  de  sufrimiento  por  la  privaci n  de  libertad  y  malos  tratos  esó  

asimilable al concepto de da o moral.ñ

D CIMO:É  As ,  por  otra  parte,  con  el  an lisis  de  los  medios  deí á  

prueba valorados en los fundamentos anteriores permiten dar por acreditada 

la existencia y entidad del da o moral. ñ

En consecuencia, se le otorgar  a la demandante prudencialmente laá  

suma de cincuenta millones de pesos.

UND CIMO:  É Que la  dem s  prueba  rendida  en  nada  altera  lasá  

conclusiones a que se ha arribado con precedencia. 

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  establecido  en  losá  

art culos  5 ,  6  y  38  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica;  losí ° ° ó í ú  

art culos 1.1. y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechos Humanos,í ó  

art culo  1698  del  C digo  Civil,  144,  254  y  siguientes  del  C digo  deí ó ó  

Procedimiento Civil, se declara:

I.-  Que SE RECHAZAN las excepciones perentorias de reparaci nó  

(pago) y de prescripci n extintiva de la acci n opuesta por la demandada.ó ó

II.- Que  SE  ACOGE  PARCIALMENTE  la  demanda  civil  de 

indemnizaci n de perjuicios por concepto de da o moral interpuesta al folioó ñ  

1 por don  Camilo  Henr quez  Gonz lezí á  en contra del  Fisco  de  Chile 

representado  por  el  abogado  procurador  fiscal  don  Natalio  Vodanovic 

Schnake, y, en consecuencia, se condena al Fisco de Chile a pagar la suma 
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de $50.000.000 (cincuenta millones de pesos) al demandante.

III.-  Las  cantidades  ordenadas  pagar  a  cada  uno  de  ellos  se 

reajustar n conforme a la variaci n que experimente el ndice de Precios alá ó Í  

Consumidor desde que la presente sentencia quede ejecutoriada y devengará 

intereses desde que el deudor se constituya en mora.

IV.-  No  se  condena  en  costas  a  la  demandada  por  gozar  del 

privilegio de pobreza.

Notif quese personalmente o por c dula.í é

ROL C-2.572-2019.-

Redacci n de  don EDINSON LARA AGUAYO, Juez  Titular;ó  

autoriza do a Cecilia Matamala Kroell, Secretaria Subrogante. -ñ

En  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  162  del  C digo  deí ó  

Procedimiento Civil, se incluy  en el estado diario la sentencia precedente.ó  

Valdivia, a dieciocho de abril del a o dos mil veintid s.ñ ó
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 03 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar dos
horas. Para más información consulte http://www.horaoficial.cl
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